	Fecha
	6 de Junio de 1960
	Sesión número
	25

	Motivo: Amparo

	Recurrente: AMADA HIDALGO MAROTO

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE GUANACASTE

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que el Gobernador de la Provincia de Guanacaste dispuso el cierre de su “establecimiento” de restaurante y el desalojo de la vivienda que arrienda en un plazo improrrogable de cuarenta y ocho horas, afirmando que alquila cuartos a mujeres de vida alegre, dando a entender que también se dedica al lenocinio. Alega que para proceder al desahucio debe atenderse a las disposiciones de los artículos 688 y concordantes del Código de Procedimientos Civiles. Solicita que la orden sea suspendida durante la tramitación del recurso. 

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que la resolución se emite previa comprobación de que dicho cuarto, que ella llama restaurante y es a la vez su casa de habitación, se destina al comercio ilícito de la prostitución.  Que mediante orden de higiene se había declarado inhabitable el cuarto habitado por la recurrente.  Que la recurrente no interpuso los recursos correspondientes. Que no procede el recurso de amparo contra el Ministro de Gobernación toda vez que no dicto ni autorizó esa medida.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso. No se puede declarar rechazo de plano del recurso solicitado por los recurridos, ya que no habiendo resolución formal del Gobernador no es posible exigir que se agoten recursos contra un pronunciamiento inexistente. Se declara sin lugar el recurso en cuanto al señor Ministro de Gobernación. La orden de desalojamiento no roza con los derechos consagrados en la Constitución. 


N° 25
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día 6 de junio de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez y Porter.
Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Amada Hidalgo Maroto contra el señor Ministro de Gobernación y el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste. La recurrente alega: “1.- Desde hace aproximadamente diez años, soy arrendataria en esta ciudad de la Junta de Protección Social, con domicilio aquí, y a la que, cumplidamente, le he venido pagando los alquileres.- 2. Para ayudarme en la satisfacción de mis necesidades, me he dedicado en los últimos tiempos a suministrar la alimentación de los reclusos que están en la Cárcel Pública de esta ciudad y además, a servir comidas a particulares que me las solicitan, por cuya razón vengo pagando, también en forma cumplida, la correspondiente patente de restaurante.- 3.- Es el caso, que el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste, en resolución de las 14 horas del 13 de abril último, dispuso el cierre de mi “establecimiento”, por comprobar, según la citada resolución, que yo alquilo cuartos a mujeres de vida alegre, dando a entender que también me dedico al lenocinio. Esa resolución fue confirmada por la N° 145, de las 14 horas y 15 minutos de 10 de mayo en curso, publicada en La Gaceta N° 111 de 18 del mismo mes, que ofrezco como prueba en estas diligencias. 4.- El señor Ministro de Gobernación y Policía, don Joaquín Vargas Gené, dando por demostrado que yo “alquilo cuartos a las parejas para que pasen sus ratos” confirmó la resolución del señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste, apoyándose también en los artículos 50, 58, 86 y 92 de la Ley de Ordenanzas Municipales N° 20 de 24 de julio de 1867 y, además, en el artículo 206 del Código Sanitario.- 5.- Es cierto que esas disposiciones dejan a cargo de los Gobernadores y Jefes Políticos, velar por la tranquilidad, el orden y buenas costumbres en cada localidad, pero no los autorizan para “desahuciar” o “desalojar” manu-militari a ninguna persona de una casa particular cuyos arrendamiento se están pagando en forma cumplida, pues para proceder al desahucio debe atenderse a las disposiciones de los artículos 688 y concordantes del Código de Procedimientos Civiles, o en su caso, a gestión del arrendante se exija la entrega de la casa cuando ésta se ocupe para fines contrarios a la moral.- 6.- Con fecha de hoy, recibí del señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste, un telegrama – que acompaño – por medio del cual me concede un plazo improrrogable de cuarenta y ocho horas para “que proceda a desocupar la casa” que actualmente ocupo, de propiedad de la Junta de Educación, y advirtiéndome que si no procedo a dicha desocupación, ordenará a las autoridades de Cañas, que la hagan de inmediato.  Dicho telegrama habla de la resolución N°145, del señor Ministro de Gobernación a que antes me he referido.- 7.- Pero quiero dejar claro el hecho de que la resolución del señor Gobernador, de esta Provincia, confirmada por el señor Ministro del ramo, dispone el “cierre del establecimiento”, es decir, de la clausura de un establecimiento o negocio de carácter comercial, con base en los motivos que antes se apuntan. Mi establecimiento comercial, es de “restaurant”; ese Alto Tribunal lo puede comprobar en cualquier momento mediante informe solicitado a la Tesorería Visadora de la Municipalidad de este Cantón.  De  manera que sobre ese “establecimiento” podría decretarse el “cierre”, si es que se atiende e interpreta correctamente la disposición  confirmada administrativamente; pero nunca, con base en la misma disposición, podría ordenarse el “desahucio” o “desocupación” de la casa particular que, como inquilina, le estoy arrendando a la Junta de Educación de esta ciudad; pues para este objeto, los trámites son distintos si es que, en mi caso, llegaren a ser procedentes o aplicables.- 8.- Por otra parte, el artículo 206 del Código Sanitario, que también sirve de apoyo a la resolución ministerial, estipula que queda prohibido cualquier acto contrario a la moral o a las buenas costumbres; pero para sancionar estos actos, si es que logran demostrarse, la persona debe ser oída y convencida en juicio, y sentenciada de acuerdo con las leyes represivas. De ningún modo, las leyes autorizan la arbitrariedad de que el delincuente debe ser expulsado de la propia casa donde vive.-  Por las razones antes señaladas, estimo que el señor Ministro de Gobernación y Policía, don Joaquín Vargas Gené, y el señor Gobernador de Guanacaste, don Crisanto Alvarez A., han violado los artículos 23, 33, 39 y 41 de la Constitución Política, por cuyo motivo opongo contra ellos el presente recurso de amparo con base en la respectiva ley N°1161 de 2 de junio de 1950.- (Artículos 1, 2, 4, 6, 10, 12, 13 y 15).- Los funcionarios indicados, son mayores, casados, funcionarios públicos; el primero vecino de San José y el segundo de Liberia, provincia de Guanacaste.- Solicito muy respetuosamente, que la orden que se me ha trasmitido para que desocupe la casa de propiedad de la Junta de Educación y que es la misma donde actualmente vivo, sea suspendida todo el tiempo que dure la tramitación de este recurso, pues es grave e irreparable el daño que se me ocasionaría, echándome a la calle sin tener otra vivienda donde instalarme, pues en esta ciudad, es difícil encontrar casa de alquiler, sobre todo en un plazo tan limitado, como el que me concede el señor Gobernador de Guanacaste.- Suplico a los señores Magistrados, tomar en cuenta, además, que para dictarse la resolución que ordena “el cierre de mi establecimiento” no se hizo información previa; y de haberse hecho, en caso de que me fuera desfavorable, lo procedente era cancelarme la patente de restaurante, pero no obligarme a desocupar.”
El Gobernador indicado y el señor Ministro de Gobernación contestaron los informes requeridos, manifestando el primero: “Respetuosamente contesto la audiencia sobre el recurso de amparo interpuesto por la señor Amada Hidalgo Maroto, contra una resolución dictada por esta Gobernación y posteriormente confirmada por el Ministerio de Gobernación, según resolución de dicho Despacho N° 145 de las catorce horas y quince minutos del diez de mayo de mil novecientos sesenta, así: 1°) Ella es inquilina, en parte, (un solo cuarto grande) de una propiedad de la Junta de Educación de la ciudad de Cañas. La recurrente parece que da entender como si toda la casa estuviera bajo el arrendamiento de ella.  El señor Inocente Barrios Barrios (a quien aludiré más adelante), es otro de los inquilinos de un cuarto de la mencionada casa. 2°) En virtud de existir resolución de este Despacho de las catorce horas del trece de abril de mil novecientos sesenta, previa comprobación de que dicho cuarto llamado por ella como restaurante como un disfraz o camuflaje y para tal efecto ha obtenido la patente municipal correspondiente, este Despacho envió un telegrama a la aludida señora Hidalgo Maroto rogándole que cerrara dichos cuartos, (los dedicados a la prostitución). 3°) Este Despacho basado a las ya mencionadas resoluciones tanto la propia como la del Superior inmediato (Ministerio de Gobernación) y ante el bochornoso hecho de tener que proceder así, le puse un telegrama rogándole, en primer lugar, que desocupara. Si mencioné la fuerza (y esto no se ha llevado a cabo), fue más que todo como un recurso para ver si ese mal social, tan hartamente comentado en la mencionada ciudad de Cañas, máxime que el comercio ilícito es en propiedad d la Junta de Educación, se podía subsanar desocupando ella por sí sola la casa. Para que mi telegrama tuviera toda la fuerza del caso tenía, necesariamente, que citarle algo que ya ella conocía, o sea el pronunciamiento de este Despacho confirmado posteriormente por el Ministerio de Gobernación. Eso, más que todo, fue algo psicológico, pues pensaba que ante el conocimiento de dicha resolución publicada en la Gaceta Oficial N° 111 del 18 de mayo de 1960, la impulsaría a abandonar voluntariamente dicho cuarto. 4°) El problema que actualmente afrontamos es que restaurante (simple disfraz pues no existe) y casa de habitación es la misma cosa.  Ella tiene un solo cuarto, es decir, la Junta de Educación le alquiló un cuarto grande que ella (doña Amada), sin que nadie se lo autorizara, construyó unos biombos con simples papeles de periódico (ver declaración de ella) en folio 7, que dan la impresión de unos camarotes desgreñados. 5°) Hasta ese día este Despacho ignoraba que dichos cuartos (los que habitan la recurrente y el señor Inocente Barrios) habían sido declarados, desde el primero de marzo del año en curso, como inhabitables.  Permítame enviarle incluso la orden de higiene N° 1247 de la fecha indicada contra el otro inquilino, o sea el señor Inocente Barrios Barrios.  Como indefectiblemente la recurrente doña Amada Hidalgo Maroto debe tener la misma orden ya sea con el número anterior (1246) o posterior (1248), ruego a esa Honorable Corte que se sirva pedir certificación de oficio de la mencionada orden de higiene que recibió oportunamente la señora Hidalgo, que debe ser una de las dos citadas: anterior o posterior al número 1247.  Esa orden, para repetir, declaró inhabitable también el cuarto habitado por ella.  Dicha certificación es al Ministerio de Salubridad Pública, Departamento de Ingeniería Sanitaria. “Y el segundo: “Inadmisibilidad del recurso. Como con toda corrección lo indica el señor Secretario de la Corte Suprema de Justicia, en su nota dirigida a este servidor con el N° 24-S.P. de fecha de ayer, el amparo se ha promovido con motivo de la orden de desalojamiento de que se queja la recurrente, y que al parecer la libró el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste, dándole al efecto un término de cuarenta y ocho horas.- De lo relatado resulta, con claridad meridiana, según luego se verá, que el recurso de comentario no procede. Dispone, el inciso d) del artículo 3° de la Ley de Amparo, N°1161 de 2 de julio de 1950, en lo conducente: Artículo 3° No procede el recurso de amparo: a)…b)…c)…d) contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieran agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolvieran dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición”. Y precisamente el recurso que cabe contra la resolución atribuida al señor Gobernador, en el sentido de desalojar a la recurrente del local que ocupa y cuyo cierre ya estaba ordenado, es el de apelación, según lo dispone el artículo 4° de la Ley N° 52 de 13 de julio de 1889, que textualmente dice: “Artículo 4. De los actos de los Jefes Políticos y Agentes de Policía, habrá recursos de apelación para ante los Gobernadores, y de los actos de éste y de las Municipalidades, para ante el Poder Ejecutivo”.  No habiendo sido interpuesto ese recurso, es de pleno derecho el rechazo ad-portas del amparo en comentario.  No otra cosa se desprende de las constancias de autos frente a los dos artículos transcritos relacionados entre sí, sean el 3° inciso d) de la Ley de Amparo y el artículo 4° de la N° 52 de 13 de julio de 1889.-  Consecuentemente pido con toda consideración y respeto a ese honorable Corte proceder en conformidad con el artículo 9° de la Ley de Amparo rechazando de plano el recurso de mérito, pues que he demostrado que se encuentra en uno de los casos previstos por el artículo 3° ibídem.-  Improcedencia del recurso en cuanto a este informante.  Como es evidente que yo no he intervenido para nada en la orden de desalojo de que se queja la recurrente, resulta claro, consecuentemente, a tenor del artículo 4° de la repetida ley de amparo, en relación con el octavo, que contra mí no puede ser procedente en ningún caso el recurso interpuesto, toda vez que no soy quien dicto ni autorizó esa medida.-  Me parece innecesario insistir en lo que dejo dicho, ya que no escapará al ilustrado criterio de los honorables magistrados que el recurso de amparo, independientemente de su finalidad, se ha de instaurar y eventualmente, podría ser procedente, única y exclusivamente contra la autoridad, funcionario o empleado que siquiera sea en algún modo responsable de la medida o acto que lo motiva, o contra que se alza quien lo ha interpuesto.  Yo me enteré de la orden de desalojo al recibir la atenta nota a que arriba me referí del señor Secretario de la Corte comunicándome el establecimiento del recurso de marras. Improcedencia del recurso en general. La orden de lanzamiento decretada por el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste que motiva el recurso interpuesto podrá acaso ser irregular o contrario a otras normas de derecho pero no roza con ninguno de los textos o derechos constitucionales que en concreto acusa como violados la recurrente.-  No roza con el artículo 23 de la Constitución que garantiza la inviolabilidad del domicilio y todo otro recinto privado de los habitantes de la República, ya que este artículo lo que tutela es una manifestación de la libertad personal proyectada alrededor de la persona física, para alcanzar a integrarse con el ambiente, con el derecho de disponer de las cosas de inmediata utilidad, e incluso con cierto derecho a  la soledad, o a la intimidad, en virtud del cual se reconoce al individuo el derecho de excluir a otros individuos de cierto lugar.(véase Sebastián Soler. Ed. 1951. Pág. 82. Derecho Penal Argentino).  Se trata, pues, de la tutela de un derecho personalísimo vinculado al domicilio que la misma constitución define como recinto privado, y que no se ve por donde pueda resultar violado por una simple orden de desalojamiento como la que se le atribuye al señor Gobernador de Guanacaste. Máxime que no puede el informante ni siquiera suponer que la señora recurrente pueda haber constituido en domicilio un lugar que precisamente fue cerrado por ser un prostíbulo. Conviene no perder de vista que las leyes que prescriben y que facultan a los funcionarios para la clausura de los lugares que se dedica a prostitución se verían frustrados en sus fines si para impedir su ejecución bastara con que las personas que los han utilizado para esos menesteres argumentaran que a partir de cierto momento, precisamente aquel en que la orden de cierre es ejecutoria han comenzado los dichos sitios a ser sus domicilios con toda la protección que las leyes les brindan como sinónimo de hogar.- Tampoco roza con el artículo 33 que establece la igualdad de todo hombre ante la ley, en primer lugar por ser éste un mandato dirigido a los órganos que tengan la atribución de dictar normas de carácter general o de general aplicación (Legislativo y Ejecutivo en uso de su potestad legislativa material). Ahora bien, en el caso extremo que sólo se acepta aquí, por vía argumentativa de órdenes concretas y particularidades, lo menos que debe hacer el recurrente es la cita concreta de otro caso idéntico que una misma autoridad haya resuelto evidentemente de modo discriminatorio.- No roza tampoco con el artículo 39 que estipula la garantía específicamente penal de tipicidad; garantía esa que relacionada con la inserta en el artículo 35 forman lo que se llama principios de legalidad en el Derecho Represivo. Una orden de lanzamiento no tiene nunca el carácter de penal.- La cita del artículo 41 es asimismo desafortunada porque es más bien el que la recurrente está pretendiendo ejercer en vía y forma no indicada; siendo así que lo pertinente hubiera sido como queda dicho mucho más arriba que la quejosa se hubiera alzado contra la orden de desalojo ante el Poder Ejecutivo.- Consecuentemente con lo expuesto y no haber sido en todo caso violado ninguno de los textos de la Constitución citados por la recurrente, el recurso debe desestimarse en el supuesto de que no hubiere base para el rechazo de plano del mismo.”

Previa la discusión del caso, se deniega la petición del señor Ministro de Gobernación para que se rechace de plano el presente recurso, y se declara sin lugar el mismo, por las razones que a continuación se indican: 1°) El señor Ministro de Gobernación solicitó el rechazo de plano porque a su juicio no se han agotado los recursos respectivos contra la orden de desalojamiento motivadora del mismo.  No existe resolución formal del señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste al respecto, limitándose a exigir el desalojamiento mediante un telegrama.  En consecuencia, no habiendo tal resolución, no es posible exigir que se agoten recursos contra un pronunciamiento inexistente. 2°) El recurso de amparo, en cuanto se dirige contra el señor Ministro de Gobernación, debe declararse sin lugar, porque de las presentes diligencias resulta evidente que dicho funcionario no ha dictado la orden de desalojamiento que se reclama. 3°) El señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste al ejecutar la resolución firme que dispuso el cierre del establecimiento de hotel de la actora Amada Hidalgo Maroto, por haberse comprobado que se convirtió en una casa de lenocinio, en vez de limitarse a ordenar la clausura del citado hotel, que fue lo que se dispuso, giró instrucciones telegráficas a la señora Hidalgo concediéndole un plazo improrrogable de cuarenta y ocho horas para que desocupara la casa que estaba instalado dicho negocio. Posiblemente lo hizo así tomando en cuenta que lo arrendado por dicha señora era un solo salón grande, en el que ella construyó varios cuartos independientes con armazones de madera forrados con papel periódico viejo, con el objeto de alquilarlos para ejercer en los mismos la prostitución, y que esa era la única forma de evitar que se continuara con ese comercio ilícito, y además la circunstancia de haber sido declarado ese local inhabitable por ruinoso e insalubre. 4°) El recurso de amparo fue específicamente establecido por nuestro constituyente y luego regulado por la respectiva ley, para mantener o restablecer en el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política a toda persona, pues para las demás transgresiones de ley debe quien presuma que se han vulnerado sus derechos, ocurrir a la vía correspondiente, sea civil, penal o de cualquier índole, en reclamo de lo que a su derecho convenga. 5°) La mencionada orden de desalojamiento podrá ser contraria a las normas de derecho existentes, pero no roza con los derechos consagrados en la Constitución, que son los susceptibles de ser mantenidos o restablecidos mediante el recurso de amparo. 6°) La actora cita como violados los artículos 23, 33, 39 y 41 de la Carta Magna. El primero consagra la inviolabilidad del domicilio y de todo otro recinto privado de los habitantes d la República; el 33 establece que todo hombre es igual ante la ley; y el 39 dispone que a nadie se le hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente. Ninguno de esos principios fundamentales roza con la orden de desalojamiento motivadora de este amparo, ya que no se está violando el domicilio de la quejosa, ni se le está imponiendo pena alguna, ni se ve que relación pueda tener esa orden con la igualdad de todo hombre ante la ley establecida en el artículo 33. Tampoco afecta la disposición del señor Gobernador la norma consagrada en el artículo 41 citado, de que a todos debe hacérseles justicia pronta y cumplida.
